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4. Ya en este punto y para aplicar la doctrina expues-
ta al caso que examinamos, importa recoger los siguien-
tes datos:

1) El sindicato demandante impugnó el Decreto 682
de la Presidencia de la Diputación Provincial de Zaragoza,
publicado el 18 de junio de 1997, ante la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Zaragoza, alegando que,
a pesar de que modificaba de forma sustancial las con-
diciones de trabajo del personal del Servicio de Urgen-
cias del Hospital, se había dictado sin la previa nego-
ciación, sin la audiencia de la Junta de Personal y, en
último término, sin la consulta previstas en los arts. 32.k,
9.4.a y 34.2 de la Ley 9/1987.

2) La Sala, en la Sentencia aquí impugnada, par-
tiendo de la base de que la medida afectaba «a un peque-
ño grupo de personas perfectamente identificado» que
no había mostrado su intención de reclamar, concluye
que, no obstante la naturaleza de los vicios alegados
por el sindicato recurrente, «su interés no va más allá
de la defensa de la legalidad que resulta insuficiente
en este caso para fundamentar la legitimación activa
pretendida».

5. A distinta conclusión hemos de llegar ahora.
Lo que el sindicato estaba defendiendo ante la juris-

dicción contencioso-administrativa era el derecho a la
negociación en la adopción de la medida que se impug-
naba, al considerarse interlocutor necesario y obligatorio
de la Administración, siendo evidente por tanto el vínculo
o nexo que lo ligaba con el objeto del proceso, es decir,
como con acierto advierte el Ministerio Fiscal, su legi-
timación procesal: «el problema de si el acuerdo impug-
nado en la vía judicial previa debía haber sido negociado
con arreglo a la Ley de órganos de representación del
personal al servicio de las Administraciones públicas era
precisamente lo que debía resolverse con una decisión
judicial de fondo» (STC 84/2001, de 26 de marzo, FJ 4).

Incluso en la medida en que el Decreto impugnado
fuese manifestación de la potestad organizatoria de la
Administración, como ésta sostuvo en el proceso con-
tencioso-administrativo, ello «poco o nada explica sobre
la existencia o inexistencia de legitimación procesal»,
porque poco o nada dice de la titularidad de intereses
legítimos del sindicato (STC 7/2001, de 15 de enero,
FJ 6): «que las decisiones de las Administraciones públi-
cas que afecten a sus potestades de organización que-
den excluidas de la obligatoriedad de la negociación
colectiva en el sistema regulado por la Ley 9/1987, de
12 de junio, de Órganos de Representación, Determi-
nación de las Condiciones de Trabajo y Participación
del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas
(art. 34.1), no significa que no tengan repercusión sobre
las condiciones de trabajo, como lo prueba la propia
Ley al someter en ese caso tales decisiones a la consulta
de las organizaciones sindicales (art. 34.2), y menos que
anulen los intereses legítimos de los sindicatos que
pudieran verse afectados por las mismas. No puede,
pues, considerarse en sí misma ajena al ámbito de la
actividad sindical toda materia relativa a la organización
de la Administración, y por ello no es constitucional-
mente admisible denegar la legitimación procesal de los
sindicatos en los conflictos donde se discutan medidas
administrativas de tal naturaleza» (STC 203/2002, de
28 de octubre, FJ 4).

En definitiva, la Sentencia impugnada, al desconocer
sin fundamento razonable la legitimación del sindicato
recurrente, privándolo así de una decisión sobre el fondo
de sus pretensiones, ha vulnerado su derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE) lo que hace procedente
el pronunciamiento previsto en el art. 53.a LOTC.

6. Queda únicamente señalar, con arreglo a lo dis-
puesto en el art. 55.1 LOTC, que el alcance del amparo

otorgado por la vulneración apreciada del derecho a la
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) ha de consistir en
el reconocimiento al sindicato recurrente del derecho
fundamental indicado, anulando la Sentencia impugnada
y ordenando, además, la retroacción de las actuaciones
al momento procesal oportuno, a fin de que se dicte
una nueva Sentencia respetuosa del derecho fundamen-
tal reconocido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por la Unión Sindical
de Comisiones Obreras de Aragón y, en consecuencia:

1.o Reconocer su derecho a la tutela judicial efec-
tiva, en la vertiente de derecho de acceso a la jurisdicción
(art. 24.1 CE).

2.o Anular la Sentencia de la Sección Cuarta de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Aragón de 26 de octubre de 2001,
recaída en el recurso contencioso-administrativo
núm. 791/97.

3.o Retrotraer las actuaciones al momento procesal
anterior al pronunciamiento de la referida Sentencia, a
fin de que se dicte otra nueva, respetuosa con el derecho
reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de septiembre de dos mil
cuatro.—María Emilia Casas Baamonde.—Javier Delgado
Barrio.—Jorge Rodríguez-Zapata Pérez.—Manuel Aragón
Reyes.—Pablo Pérez Tremps.—Firmado y rubricado.

17607 Sala Segunda. Sentencia 143/2004, de 13
de septiembre de 2004. Recurso de amparo
1582-2002. Promovido por doña Avelina
Martínez Mariño frente al Auto dictado por
la Audiencia Provincial de Santander que esti-
mó el recurso de queja interpuesto por el con-
denado en materia de tasación de costas en
causa por delito de alzamiento de bienes.
Vulneración del derecho a la tutela judicial sin
indefensión: recurso de queja, contra la con-
dena en costas procesales, sustanciado sin con-
tradicción del querellante (STC 178/2001).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, don Eugeni Gay Mon-
talvo, doña Elisa Pérez Vera, don Ramón Rodríguez Arri-
bas y don Pascual Sala Sánchez, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1582-2002, promovido
por doña Avelina Martínez Mariño, representada por el
Procurador de los Tribunales don Álvaro José de Luis
Otero y asistida por el Letrado don José María Pacheco
Méndez, contra el Auto dictado por la Audiencia Pro-
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vincial, Sección Cuarta, de Santander, el de 30 de
noviembre de 2001, que estimaba el recurso de queja
(núm. 26-2001) interpuesto por el condenado en materia
de tasación de costas contra la providencia de 20 de
febrero de 2002 que inadmitió el incidente excepcional
de nulidad de actuaciones formulado por la recurrente
contra aquel Auto firme, y contra la diligencia de orde-
nación de 4 de marzo de 2002, que confirmaba dicha
inadmisión. Ha comparecido y formulado alegaciones
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Pascual Sala Sánchez, quien expresa el parecer de la
Sala.

I. Antecedentes

1. El 15 de marzo de 2002 tuvo entrada en el Regis-
tro de este Tribunal el recurso de amparo de doña Avelina
Martínez Mariño dirigido contra la resolución judicial de
que se hace mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae su causa el presente
recurso son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) El Juzgado de lo Penal núm. 3 de Santander dictó
Sentencia el 13 de diciembre de 2000, en el proce-
dimiento abreviado 401-2000, incoado por medio de
la querella interpuesta por la recurrente, por la que con-
denaba a los acusados como autores de un delito de
alzamiento de bienes a las correspondientes penas, res-
ponsabilidad civil «y al pago de las costas». Esta Sen-
tencia devino firme al no ser recurrida debido a la con-
formidad de los acusados expresada en el juicio, y debi-
damente reflejada en esa resolución, lo que dio lugar
al posterior Auto de 31 de enero de 2001, dictado por
el mismo Juzgado, por el que incoaba la correspondiente
ejecutoria (núm. 28-2001).

b) La acusación particular de la hoy recurrente en
amparo presentó escrito de 6 de marzo de 2001 por
el que solicitaba, en la citada ejecutoria, la práctica de
la tasación de las costas a cargo de los condenados
acompañando los documentos que acreditaban la minu-
ta de su Letrado y honorarios de su Procurador. La citada
pretensión fue impugnada por el Letrado de uno de los
condenados según resulta de las actuaciones. Después
de que el Juzgado solicitara el preceptivo informe del
Colegio de Abogados de Santander dictó Auto el 1 de
octubre de 2001, por el que desestimaba la impugnación
y confirmaba en todos los extremos la tasación de costas
practicada con inclusión de las correspondientes a la
acusación particular por un importe de 1.623.963
pesetas.

c) La representación de uno de los condenados
interpuso recurso de queja contra el anterior Auto por
entender que no debían incluirse las costas relativas a
la acusación particular. La Audiencia Provincial, Sección
Cuarta, de Santander estimó dicho recurso en su Auto
de 30 de noviembre de 2001. Ese Tribunal no trasladó
el recurso de queja a la representación procesal de la
ahora recurrente, limitándose a recabar un informe al
Ministerio Fiscal y otro al Juzgado (que acordó su remi-
sión mediante providencia de 8 de noviembre de 2001).

El Juzgado de lo Penal núm. 3 de Santander, cum-
pliendo con lo resuelto por la Audiencia Provincial, decla-
ró la firmeza de la tasación de costas mediante Auto
de 28 de diciembre de 2001, notificado a la recurrente
el 9 de enero de 2002, por la que excluía de dicha
tasación las de la acusación particular. Asimismo acordó,
mediante sendas providencias de los días 27 y 28 de
diciembre de 2001, que se practicara la tasación de
costas en relación con una determinada prueba pericial
y se hiciera efectivo el importe de las multas que habían
sido impuestas a los condenados, en la primera de ellas,
y ejecutando la liquidación definitiva, en la más reciente,

en la que se dispone la devolución del montante sobrante
a uno de los condenados.

d) El 14 de enero de 2002 la defensa de la recurren-
te impugnó en reposición la providencia dictada por el
Juzgado en el mismo día que el citado Auto de 28 de
diciembre de 2001, por la que concretaba su alcance,
haciendo notar al Juzgador el error cometido en la medi-
da en que se habían obviado los honorarios del Letrado
(1.190.858 pesetas), que habían sido acordados por el
anterior Auto de 1 de octubre de 2001. El 18 de enero
se notificó a la defensa de la recurrente la providencia
dictada el anterior 27 de diciembre, en la que se indicaba,
además: «Únanse al procedimiento de su razón las reso-
luciones dictadas por la Audiencia Provincial de San-
tander resolviendo los recursos de queja interpuestos
por las partes personadas en las actuaciones. Procédase
a practicar la correspondiente tasación de costas, en
relación con la prueba pericial practicada ... de la que
se dará traslado por termino de diez días a las partes
personadas en las actuaciones a fin de que manifiesten
lo que a derecho estimen oportuno».

e) El 18 de febrero de 2002, la representación de
la recurrente instó, ante la Sección Cuarta de la Audiencia
Provincial de Cantabria, un incidente excepcional de nuli-
dad de actuaciones, al amparo de lo previsto en el art.
228 LEC, en el que se indicaba que: «No se han cumplido
los requisitos establecidos por la Ley para las notifica-
ciones, ni ha habido lugar a su plasmación, con la con-
siguiente indefensión de mi parte, que no ha tenido oca-
sión de personarse para ser oído [en el recurso de queja];
aunque, por el contrario, ha sido vencido en un insos-
pechado recurso tramitado a su espalda y que afecta
a costas por un millón doscientas mil pesetas, aproxi-
madamente.» (hecho octavo). La Sección Cuarta de la
Audiencia Provincial de Cantabria desestimó el incidente
mediante providencia de 20 de febrero de 2002, en
la que afirmaba: «No procede admitir a trámite el inci-
dente excepcional de nulidad de actuaciones instado
por la representación legal de Doña Avelina Martínez
Mariño ante esta Sala. La parte que insta el incidente
no alega infracción o defecto procesal alguno, ante la
Sala, que le haya causado indefensión. En esta Sala se
tramitó y resolvió recurso de queja contra el Auto de
fecha 1 de octubre de 2001, y se tramitó ante quienes
son parte en un recurso de queja conforme a los art.
233 y s.s. de la LEC [léase LECrim], es decir la parte
recurrente y el Ministerio Fiscal. Los hechos que recoge
el promovente del incidente se refieren exclusivamente
a actuaciones del Juzgado de lo Penal». Esta providencia
fue notificada al Procurador de la recurrente un día des-
pués, esto es, el día 21 de febrero de 2002.

Frente a la misma se recurrió en reposición el 25
de febrero de 2002, recurso que fue inadmitido por dili-
gencia de ordenación de 4 de marzo de 2002, notificada
dos días más tarde, «por cuanto no cabe contra la reso-
lución recurrida recurso alguno». El último documento
del rollo de la Audiencia Provincial es la petición de tes-
timonio de la resolución recaída para impetrar recurso
de amparo (de 12 de marzo, que tuvo entrada en la
Audiencia un día después), que es conferida por dili-
gencia de ordenación de 14 de marzo, y se concreta
en la entrega del mismo el posterior 20 de marzo.

f) Con posterioridad a que fuera presentada la
demanda de amparo el Juzgado de lo Penal núm. 3
de Santander dictó Auto de 1 de abril de 2002 recha-
zando el recurso de reposición interpuesto el anterior
14 de enero por la defensa de la recurrente contra el
antes citado Auto de firmeza en la tasación de costas,
y apoyándose en el contenido del ahora impugnado Auto
de 30 de noviembre de 2001 de la Audiencia Provincial
de Cantabria.

3. En la demanda de amparo, que entró en el Regis-
tro de este Tribunal el 15 de marzo de 2002, se sostiene
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que la tramitación por parte de la Audiencia Provincial
de Santander de un recurso de queja, sin darle traslado
del mismo, y del que solamente ha tenido conocimiento
con posterioridad a que se hubiera sustanciado, genera
una indefensión constitucionalmente relevante desde la
perspectiva del derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE).

4. La Secretaría de Justicia de la Sección Cuarta
de este Tribunal solicitó, mediante diligencia de orde-
nación de 12 de septiembre de 2002, que el Juzgado
de lo Penal núm. 3 de Santander y la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Santander remitieran, a
la mayor brevedad posible, certificación o copia adverada
de las actuaciones correspondientes a los autos de pro-
cedimiento abreviado 401-2000 (ejecutoria 28-2001)
y recurso de queja 26-2001, respectivamente, que son
recibidas los posteriores días 23 de octubre y 24 de
septiembre de 2002.

5. La Sección Cuarta de este Tribunal acordó,
mediante providencia de 16 de diciembre de 2002, con-
ceder, al amparo de lo previsto en el art. 50.3 LOTC,
un plazo común de diez días al demandante de amparo
y al Ministerio Fiscal para que formularan, con las apor-
taciones documentales que procediesen, las alegaciones
que estimaran pertinentes en relación con la carencia
manifiesta de contenido constitucional de la demanda
(art. 50.1.c LOTC).

6. La recurrente presentó su escrito el 7 de enero
de 2003, interesando la admisión a trámite de la deman-
da de amparo, por entender que al no habérsele con-
ferido traslado del recurso de queja interpuesto por uno
de los condenados se le ha causado indefensión, recor-
dando la jurisprudencia constitucional en materia de
emplazamientos y notificaciones procesales.

7. El 10 de enero de 2003 entra en el Registro
de este Tribunal el escrito de alegaciones del Ministerio
Fiscal, en el que se estima que la queja contenida en
la demanda de amparo no carece, prima facie, de rele-
vancia constitucional. No consta, en efecto, que la
Audiencia Provincial tuviera en ningún momento por par-
te a la acusación particular en el recurso de queja instado
por los condenados, pese a que se vería directamente
concernida por la resolución que pudiera dictarse, como
así ha ocurrido. Dado que este Tribunal ya se ha pro-
nunciado sobre la afectación al derecho de defensa en
la resolución inaudita parte de un recurso de queja, seña-
lando que tal omisión de audiencia y falta de contra-
dicción es lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva
(SSTC 178/2001 y 179/2002), procede acordar la
admisión a trámite de la presente demanda de amparo.

El único óbice que a esta decisión podría oponerse
es que a la parte recurrente se le notificó la remisión
del informe del Juzgado a la Audiencia Provincial, lo
que le habría permitido conocer la tramitación del recur-
so de queja que dice desconocer. Sin embargo, la exis-
tencia de otro recurso de queja también interpuesto por
los condenados penales por temática ajena a la ventilada
podría haber determinado la confusión de la recurrente
a la que no es exigible más que a la propia Audiencia
que le ignoró en la vía recursal prescindiendo de la doc-
trina de este Tribunal (las SSTC 178/2001 y
179/2002) ... De cualquier forma, vista la solución toma-
da a la postre tras la inadmisión del incidente de nulidad
de actuaciones no parece que la determinación de la
Sala hubiera sido otra que la de exclusión como parte
de aquélla al entender aplicable los preceptos de la Ley
de enjuiciamiento criminal en su literalidad (art. 233
y ss.).

8. La Sala Segunda admitió a trámite la demanda
de amparo en su providencia de 19 de junio de 2003,

y acordó igualmente dirigir atenta comunicación a la
Sección Cuarta de la Audiencia Provincial de Santander,
para participar a los efectos oportunos la admisión a
trámite del recurso y al Juzgado de lo Penal núm. 3
de Santander, para que procediera a emplazar a quienes
hubieran sido parte en el procedimiento, excepto a la
parte recurrente en amparo (art. 51 LOTC).

La posterior diligencia de ordenación del Secretario
de Justicia de la Sala Segunda de 13 de noviembre
de 2003 acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a las partes personadas, esto es, al recurrente y al Minis-
terio Fiscal, por plazo común de veinte días, para que
pudieran presentar las alegaciones que estimaran per-
tinentes, de conformidad con lo dispuesto en el art. 52
de la Ley Orgánica de este Tribunal.

9. El Ministerio Fiscal interesa, en su escrito de ale-
gaciones registrado en este Tribunal el 11 de diciembre
de 2003, el otorgamiento del amparo solicitado, ya que,
en atención a lo expuesto en el fundamento jurídico
4 de la STC 179/2002, es claro que la circunstancia
de que los arts. 233 y ss. LECrim no tengan en cuenta
la audiencia del recurrido no es óbice para que el mismo
deba ser parte en un procedimiento que le afecta. En
el presente caso la Audiencia Provincial debería haber
oído a la parte que podía resultar perjudicada de pros-
perar el recurso de queja que pretende excluir de la
tasación de costas los honorarios del Procurador y la
minuta del Letrado, ambos de la acusación particular.
Tampoco tiene demasiado sentido la no admisión a trá-
mite del recurso de nulidad, ya que se había producido
un defecto de forma causante de indefensión (art. 228
LEC).

El Fiscal reitera que no es de recibo entender, en
el presente caso, que el recurrente pudo tener cono-
cimiento de la existencia del recurso de queja a través
de la notificación, que podía ser mecánica o rutinaria,
de la providencia del Juzgado de 8 de noviembre de
2001, ya que existe otro recurso de queja que no afecta
a la acusación particular, y que la indefensión sufrida
es consecuencia directa de que el órgano judicial no
considere que la recurrente era parte en dicho proce-
dimiento.

Finalmente el amparo debe extenderse a la nulidad
de todas las decisiones y actos judiciales impugnados,
y que han de retrotraerse las actuaciones al momento
de la interposición del recurso de queja, para que el
mismo se tramite teniendo en cuenta como parte a la
recurrente.

10. El 15 de diciembre de 2003 fue registrado en
este Tribunal el escrito en el que se contenían las ale-
gaciones de la recurrente de amparo. En el mismo se
parte de que se ha generado una indefensión consti-
tucionalmente relevante por no haber sido oída en la
sustanciación del recurso de queja interpuesto por la
contraparte, lo que, como bien ha observado el Ministerio
Fiscal, contraviene la jurisprudencia constitucional en la
materia (SSTC 178/2001 y 179/2002), lo que patrocina
la estimación del amparo solicitado.

11. Por providencia de 9 de septiembre de 2004
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 13 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. En el presente recurso de amparo se impugnan
diferentes resoluciones que traen su origen en el Auto
dictado por la Sección Cuarta de la Audiencia Provincial
de Santander, de 30 de noviembre de 2001, por el que
estimaba el recurso de queja 26-2001 interpuesto por
el condenado al pago de las costas procesales, en el que,
sin oír a la contraparte —ahora recurrente en amparo—,
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acordaba la exclusión en la tasación de costas de los
honorarios causados por las acusaciones particulares.
Contra este Auto la demandante de amparo planteó,
tan pronto como tuvo conocimiento real del mismo, el
incidente excepcional de nulidad de actuaciones, que
fue inadmitido por dicha Audiencia mediante providencia
de 20 de febrero de 2002; finalmente, contra esta reso-
lución se recurrió en reposición, recurso que fue inad-
mitido por diligencia de ordenación de 4 de marzo
de 2002.

2. La recurrente en amparo invoca la vulneración
de su derecho a la tutela judicial efectiva, sin indefensión,
debida a la sustanciación del recurso de queja tramitado
a sus espaldas. Efectivamente, consta en las actuaciones
que en este recurso únicamente fueron oídas la parte
recurrente (el condenado en costas) y el Ministerio Fiscal.
La Audiencia Provincial no dio traslado del recurso de
queja a la actual recurrente, a pesar de ser parte inte-
resada por haber obtenido un pronunciamiento favorable
a la inclusión en la tasación de las costas de los derechos
y honorarios de su Letrado y Procurador mediante el
Auto, impugnado en queja, dictado por el Juzgado núm.
3 de Santander, de 1 de octubre de 2001. El Fiscal
interesa la estimación del amparo solicitado invocando
la doctrina de este Tribunal reflejada en las Sentencias
178/2001 y 179/2002.

3. Pues bien, la cuestión planteada en este recurso
no difiere de las ya resueltas por este Tribunal en las
Sentencias 178/2001, de 17 de septiembre,
179/2002, de 14 de octubre, y 8/2003, de 20 de enero.
En esas ocasiones se ha otorgado el amparo solicitado
de acuerdo con la doctrina expuesta en el fundamento
jurídico 4 de la primera de dichas resoluciones, y que
ahora resulta pertinente reproducir: «Los preceptos que
regulan el recurso de queja, si bien es cierto que no
prevén dicho trámite [el de dar traslado a las partes
personadas], no lo prohíben en forma alguna, y la nece-
sidad del mismo resulta de una interpretación de tal
normativa procesal a la luz de los preceptos y principios
constitucionales, al ser obligado, en todo caso, preservar
el derecho de defensa de las partes en el proceso, de
modo que, a la vista de lo dispuesto en el art. 24 CE,
procedía integrar tales preceptos legales de origen pre-
constitucional (arts. 233 y 234 LECrim) con las garantías
que impone el artículo constitucional citado, que incluye
la contradicción e igualdad de armas entre las partes
y, por tanto, en este supuesto, haber dado traslado a
la demandante de amparo del recurso de queja al objeto
de que pudiera contradecir y rebatir los argumentos
expuestos por la parte contraria y formular cuantas ale-
gaciones tuviera por conveniente en defensa de sus dere-
chos e intereses (en este sentido, SSTC 66/1989, de
17 de abril, FJ 12; 53/1987, de 7 de mayo, FJ 3;
162/1997, de 3 de octubre, FJ 3; 16/2000, de 31
de enero, FFJJ 6 y 7; 79/2000, de 27 de marzo, FJ
3; 93/2000, de 10 de abril, FJ 4; 101/2001, de 23
de abril, FJ 3). La necesidad de tal intervención, además,
aparece reforzada en casos como el presente por la pro-
pia configuración legal, como ya hemos tenido ocasión
de señalar, del recurso de queja en el procedimiento
penal abreviado, en el que ha perdido su caracterización
inicial de medio de impugnación de la inadmisión de
otros recursos o como recurso de tipo residual (arts.
218, 862 y ss. LECrim), y se ha convertido en un recurso
ordinario más, que procede contra todos los Autos del
Juez de Instrucción y del Juez de lo Penal denegatorios
del recurso de reforma, que no sean susceptibles de
recurso de apelación, el cual únicamente se admitirá
en los casos expresamente señalados (art. 787.1
LECrim). La generalización del recurso de queja [hoy sus-
tituido por el de apelación, actual art. 766 LECrim, tras
la reforma operada por la Ley 38/2002, de 24 de octu-

bre] como un recurso ordinario más en el seno del pro-
cedimiento penal abreviado frente a las resoluciones
interlocutorias del Juez Instructor y del Juez de lo Penal,
y, por consiguiente, la trascendencia de las decisiones
judiciales a adoptar con ocasión del mismo en orden
a las pretensiones e intereses en juego de las partes,
como acontecía en el presente supuesto, impone, de
acuerdo con los arts. 24 CE y 5.1 y 7.2 LOPJ, una inter-
pretación integradora de la normativa procesal regula-
dora de su tramitación con el fin de preservar las garan-
tías de defensa de las partes personadas».

4. La aplicación de esta doctrina al presente caso
determina el otorgamiento del amparo solicitado, habida
cuenta que a la interposición del recurso de reposición
por la ahora recurrente contra el Auto del Juzgado de
28 de diciembre de 2001, que había declarado la firmeza
de la tasación de costas con exclusión de las de la acu-
sación particular, tal y como había resuelto la Audiencia
en su Auto de 30 de noviembre de 2001, al tener por
única finalidad denunciar la indefensión padecida por
la estimación de un recurso de queja tramitado sin su
conocimiento ni intervención, no puede darse la signi-
ficación de constituir el inicio de una vía judicial impug-
natoria de una resolución que se había limitado a acatar
la ya firme de la Audiencia a que viene haciéndose refe-
rencia, ya que la recurrente en amparo, tan pronto como
tuvo conocimiento de la indefensión padecida (precisa-
mente por las notificaciones producidas con motivo de
la interposición del recurso de reposición acabado de
mencionar) utilizó el único instrumento procesal legal-
mente procedente, esto es, el incidente excepcional de
nulidad de actuaciones contra el tan repetido Auto firme
dictado por el Audiencia Provincial de Santander que
ha dado lugar al presente recurso de amparo. Por con-
siguiente, la actividad procesal desplegada con poste-
rioridad al recurso de amparo carece de relevancia, por
lo que éste —el recurso de amparo— no podría ser cali-
ficado de prematuro a efectos de lo prevenido en el
art. 44.1.a LOTC. En definitiva, si el recurso de reposición
no tenía otro alcance que el acabado de mencionar, la
aquí recurrente no sólo no tenía, sino que no debía espe-
rar a su resolución (producida por Auto del Juzgado de
1 de abril de 2002), ni impugnar resoluciones ajenas
por completo al tema nuclear a que debe entenderse
circunscrito este amparo, como eran las relativas a la
práctica de tasación de las costas de una prueba pericial
o a la liquidación de una pena pecuniaria. Es evidente,
pues, que esta otra vía de recurso no era útil a los fines
del requisito exigido por el antes citado art. 44.1.a de
la Ley de este Tribunal.

5. La estimación de la demanda conlleva, por las
razones ya expuestas con anterioridad, la anulación del
Auto de 30 de noviembre de 2001 de la Audiencia Pro-
vincial, Sección Cuarta, de Santander, y de las resolu-
ciones posteriores expresamente impugnadas en este
recurso de amparo, en concreto, y por vía de conexión,
del Auto del Juzgado de lo Penal núm. 3 de Santander,
de 28 de diciembre de 2001, que había declarado la
firmeza de la tasación de costas de conformidad con
lo resuelto por la Audiencia y, por tanto, con exclusión
de las costas de la acusación particular. Todo ello, con
retroacción de las actuaciones al momento procesal en
que debió darse traslado a la entonces acusación par-
ticular, y ahora solicitante de amparo, del recurso de
queja interpuesto por el condenado en costas para que,
respetándose los principios de igualdad de medios de
defensa y de contradicción, pueda formular cuantas ale-
gaciones estime pertinentes en defensa de sus derechos
e intereses y se dicte una nueva resolución por la Audien-
cia Provincial mencionada en los términos que resulten
procedentes.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Avelina Mar-
tínez Mariño y, en consecuencia:

1.o Declarar que ha sido vulnerado el derecho de
la demandante a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Restablecerla en tal derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad del Auto de 30 de noviembre de 2001 y
de la providencia de 20 de febrero de 2002, dictados
por la Audiencia Provincial de Santander (Sección Cuar-
ta) en el recurso de queja núm. 26-2001, dimanante
de la ejecutoria núm. 28-2001 del Juzgado de lo Penal
núm. 3 de Santander, así como del Auto de este Juzgado
de 28 de diciembre de 2001.

3.o Retrotraer las actuaciones del mencionado
recurso de queja al momento procesal anterior al dictado
de la primera de las resoluciones —Auto de la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Santander de 30
de noviembre de 2001— al objeto de que la demandante
en amparo pueda formular las alegaciones pertinentes
en defensa de sus derechos e intereses y de que por
la Audiencia Provincial se dicte la resolución procedente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a trece de septiembre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Eugeni Gay Montalvo.—Elisa Pérez
Vera.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

17608 Sala Segunda. Sentencia 144/2004, de 13
de septiembre de 2004. Recurso de amparo
4395-2002. Promovido por doña Catalina
Sandoval Riquelme y otro en relación con los
Autos de un Juzgado de Primera Instancia e
Instrucción de Torrox y de la Sección Cuarta
de la Audiencia Provincial de Málaga que inad-
mitieron a trámite su demanda de juicio ordi-
nario en ejercicio de la acción de retracto
arrendaticio.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de
demanda de retracto sin causa legal, por con-
fundir una caución con un reembolso.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4395-2002, promovido
por don Fernando Martínez Sánchez y doña Catalina
Sandoval Riquelme, representados por el Procurador de
los Tribunales don Jaime Pérez de Sevilla y Guitard y

asistidos por el Letrado don Manuel Santiago Molina
Aragüez, contra el Auto del Juzgado de Primera Instancia
e Instrucción núm. 1 de Torrox, de 27 de noviembre
de 2001, confirmado en apelación por Auto de la Sec-
ción Cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga de
12 de junio de 2002, por el que se inadmitió a trámite
demanda de juicio ordinario en ejercicio de la acción
de retracto en autos núm. 376-2001. Ha comparecido
y formulado alegaciones el Ministerio Fiscal. Ha actuado
como Ponente el Magistrado don Vicente Conde Martín
de Hijas, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 16 de julio de 2004 don
Jaime Pérez de Sevilla y Guitard, Procurador de los Tri-
bunales, en nombre y representación de don Fernando
Martínez Sánchez y doña Catalina Sandoval Riquelme,
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones judi-
ciales a las que se ha hecho mención en el encabe-
zamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) Los ahora recurrentes en amparo presentaron
demanda en ejercicio de la acción de retracto sobre un
local de negocio del que son arrendatarios, que fue inad-
mitida a trámite por Auto del Juzgado de Primera Ins-
tancia e Instrucción núm. 1 de Torrox de 27 de noviem-
bre de 2001, al no haber consignado el precio de la
cosa objeto del retracto.

b) Contra el anterior Auto interpusieron recurso de
apelación, que fue desestimado por Auto de la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Málaga de 12 de
junio de 2002.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta, frente a las reso-
luciones judiciales impugnadas, la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de derecho
de acceso al proceso (art. 24.1 CE).

Se argumenta al respecto en la demanda que la deci-
sión de inadmisión es síntoma tanto de una interpre-
tación formalista y rigorista de la LEC 1881, ya derogada,
como de una clara invención del derecho, puesto que
la Ley no exige lo que el Tribunal dice que exige. Es
decir, estamos ante lo que desde el año 1998 se dis-
tinguía entre el afianzamiento exigido por el extinto art.
1618 LEC 1881 y el reembolso que regula el art. 1518
CC. Distinción que no efectúa la Audiencia Provincial,
puesto que si, como afirma en su Auto, en la vigente
LEC no se exige ni la consignación ni el afianzamiento,
si se quiere justificar la capacidad económica de los
demandantes, se pudo haber efectuado o subsanado,
dando un plazo prudencial desde la admisión de la
demanda, lo que no ocurrió.

Los órganos judiciales, de acuerdo con una reiterada
y conocida doctrina constitucional, están obligados a
interpretar las disposiciones procesales en el sentido más
favorable a la efectividad del derecho a la tutela judicial
efectiva, evitando formalismos enervantes contrarios al
espíritu y finalidad de la norma. Lo que significa que,
al examinar el cumplimiento de los requisitos procesales,
el órgano judicial está obligado a ponderar la entidad
real del vicio advertido en relación con la sanción del
cierre del proceso y del acceso a la justicia que se puede
derivar de él, y, además, a permitir en lo posible la sub-
sanación del vicio advertido. Si el órgano judicial no hace
posible la subsanación de un defecto formal que pudiera
considerarse como subsanable, o impone un rigor en
las exigencias formales más allá de la finalidad a la que


